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Título. Valoración probatoria en segunda instancia  
Sumilla: 1. Este Tribunal Supremo últimamente ha fijado el sentido 
interpretativo de la limitación legal al poder de apreciación del Tribunal 
Superior en sede de apelación. Respecto de la interpretación del medio de 
prueba, es decir, fijar la información que emerge del mismo (elemento de 
prueba), no existe limitación alguna porque se trata, simplemente de 
determinar qué dijo el testigo o declarante (se incluye al imputado y, por 
cierto, al agraviado), qué explicó y opinó el perito, qué fluye de la prueba 
documental y qué se colige de la prueba material, en el que la inmediación no 
juega ningún rol trascendente. 2. En cuanto a la valoración de elemento de 
prueba personal, cabe examinar dos ámbitos, necesariamente posibles: (i) la 
verosimilitud interna del testimonio en función a lo que expresó, al relato 
vertido, y a su coherencia y rigor expositivo –no es aceptable, por ejemplo, 
testimoniales fantasiosas, con lagunas expositivas o contradicciones–; y, (ii) la 
verosimilitud externa, en función al apoyo en el resto del material probatorio 
disponible. Por lo demás, es patente que el método de valoración, de libre 
valoración, debe ser compatible con las leyes de la lógica, las máximas de la 
experiencia y los conocimientos científicos, cuya infracción dará lugar a un 
defecto de motivación conocido como “motivación irracional”. 3. Toda 
sentencia de fondo debe ser fundada en Derecho. Es un derecho fundamental 
que integra el contenido esencial de la garantía de Tutela Jurisdiccional. La 
motivación del Tribunal Superior presenta tres defectos de motivación:                                             
1) Motivación falseada, 2) Motivación irracional, y 3) Motivación insuficiente. 

 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN – 
 

Lima, dieciocho de abril de dos mil veintidós 
 

VISTOS; en audiencia pública; el recurso de casación 
interpuesto por el señor FISCAL SUPERIOR DE ANDAHUAYLAS  contra la 
sentencia de vista de fojas doscientos setenta y uno, de veinticinco de junio 
de dos mil veinte, que revocando sentencia de primera instancia de fojas 
ciento cincuenta y cuatro, de veintidós de octubre de dos mil diecinueve, 
absolvió a Jholiño Chilingano Condori de la acusación fiscal formulada en 
su contra por delito de robo con agravantes en agravio de Liliana Pozo 
Torres y Ángela Dorina Pozo Torres; con todo lo demás que al respecto 
contiene.  
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.  
 

FUNDAMENTOS DE HECHO  
 

PRIMERO . Que, según la acusación de fojas una, de catorce de mayo de dos 
mil diecinueve, el día once de octubre de dos mil dieciocho, como a las 
veintidós horas, las agraviadas Ángela Pozo Torres y Liliana Pozo Torres 
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fueron a la discoteca “Maxxon”, ubicada en el jirón Guillermo Cáceres del 
distrito y provincia de Andahuaylas, para festejar el cumpleaños de uno de 
sus compañeros. Por otra parte, como a las cero con treinta horas del doce 
de octubre de dos mil dieciocho, el encausado JHOLIÑO CHILINGANO 

CONDORI y otra persona no identificada, al no contar con dinero, 
concertaron despojar de sus pertenencias a los peatones, por lo que se 
constituyeron por inmediaciones del parque José María Arguedas a la 
espera de una ocasional víctima.  
∞ Al promediar las cero con treinta horas el grupo integrado, entre sus 
miembros, por las agraviadas Ángela y Liliana Pozo Torres se retiraron de 
la discoteca y dejaron en su domicilio, ubicado en el parque José María 
Arguedas del distrito y provincia de Andahuyalas, a su compañera Flor, sin 
darse cuenta que eran observadas por el encausado y su acompañante. El 
grupo de amigos continuaron su camino por la avenida Andahuaylas con 
dirección al Hotel Palacio Real, donde dejaron a su compañero de nombre 
Carlos, quien estaba hospedado en ese Hotel.  
∞ Cuando las agraviadas se retiraron del lugar, y en circunstancias que se 
encontraban al costado del Hotel, en la puerta de la Pollería “El Dorado”, 
fueron abordadas por el acusado JHOLIÑO CHILINGANO CONDORI y otra 
persona no identificada, éste último violentamente sacó un arma de fuego y 
le apuntó en la sien a la agraviada Liliana Pozo Torres y le provocó lesiones 
que requirieron cinco días de incapacidad médico legal. A la vez que la 
amenazaron, se le dijo “saca, saca, suelta tu bolso”, por lo que la aludida 
agraviada, por miedo a que puedan atentar contra su integridad, luego de 
forcejear un momento, atinó a soltar su bolso. Por su parte, el acusado 
JHOLIÑO CHILINGANO CONDORI arrebató violentamente el bolso de Ángela 
Pozo Torres, quien no opuso resistencia al ver que se apuntó con un arma de 
fuego a su hermana.  
∞ El acusado CHILINGANO CONDORI y su acompañante, al ver que apareció 
por el parque José María Arguedas un patrullero, fugaron hacia el jirón 
Constitución con dirección a la Plaza de Armas. Al llegar a la intersección 
de los jirones Constitución y Juan Antonio Trelles arrojaron los bolsos de 
las agraviadas, no sin antes que el desconocido se apodere de doscientos 
soles y un DNI del bolso de la agraviada Liliana Pozo Torres. Este último 
individuo huyó con dirección a la Cooperativa San Pedro, mientras que el 
encausado CHILINGANO CONDORI huyó con dirección al Mercado Modelo 
de Andahuaylas. Este imputado fue aprehendido por efectivos que se 
encontraban a bordo del patrullero. Solo se llegó a recuperar las carteras de 
las agraviadas, quienes a bordo del patrullero y el encausado fueron 
trasladados por los efectivos policiales a las instalaciones de la comisaría 
Andahuaylas. 
 

SEGUNDO. Que, respecto del trámite del proceso penal, se tiene lo siguiente: 
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1. El requerimiento fiscal de fojas una, de catorce de mayo de dos mil 
diecinueve, formuló acusación contra CHILINGANO CONDORI por delito 
de robo con agravantes en grado de tentativa en agravio de Liliana Pozo 
Torres y Ángela Dorina Pozo Torres, y solicitó ocho años de pena 
privativa de libertad y seiscientos cincuenta soles de reparación civil.  

2. El representante del Ministerio Publico en su alegato final en juicio oral 
de fojas ciento cuarenta y seis, de veintidós de octubre de dos mil 
diecinueve, después de la actuación probatoria, concluyó que se estaba 
ante un delito consumado, por lo que requirió doce años de pena 
privativa de libertad para el encausado.  

3. La inicial sentencia de primera instancia de fojas ciento cincuenta y 
cuatro, de veintidós de octubre de dos mil diecinueve, condenó a 
CHILINGANO CONDORI como autor del delito de robo con agravantes y 
le impuso diez años de pena privativa de libertad, así como el pago de 
seiscientos cincuenta soles por concepto de reparación civil.  

4. La defensa del encausado interpuso recurso de apelación por escrito de 
fojas doscientos uno, de diecinueve de noviembre de dos mil diecinueve. 
Solicitó la absolución de los cargos.  

5. Culminado el trámite impugnativo, la Sala Penal de Apelaciones de 
Apurímac profirió la sentencia de vista de fojas doscientos setenta y uno, 
de veinticinco de junio de dos mil veinte, que revocando la sentencia de 
primaria instancia, absolvió a CHILINGANO CONDORI de la acusación 
fiscal formulada en su contra por delito de robo con agravantes en 
agravio de Liliana Pozo Torres y Ángela Dorina Pozo Torres. 

6. Contra la sentencia de vista el representante del Ministerio Público 
promovió recurso de casación. 
 

TERCERO. Que el señor FISCAL SUPERIOR en su escrito de recurso de 
casación de fojas doscientos noventa y ocho, de trece de julio de dos mil 
veinte, denunció el motivo de casación de inobservancia de precepto 
constitucional (artículo 429, inciso 1, del Código Procesal Penal –en 
adelante, CPP–). 
∞ Argumentó que se inobservó el artículo 425, inciso 2, del CPP pues se 
otorgó distinto valor probatorio a la declaración del testigo de cargo, sin 
nueva prueba en la apelación que la contradiga; que el Superior Tribunal 
entendió equívocamente el tenor de la declaración del aludido testigo, pese 
a que la sindicación de este último es precisa; que, asimismo, no se valoró 
correctamente el mérito de la prueba videográfica; que, finalmente, no 
advirtió las pruebas de corroboración de la sindicación. 
 
CUARTO . Que, conforme a la Ejecutoria Suprema de fojas sesenta y ocho, 
de veintidós de enero de dos mil veintiuno, es materia de dilucidación en 
sede casacional: 
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A. La causal de violación de la garantía de motivación: artículo 429, numeral 4, 
del CPP.  

B. Debe examinarse si las reglas acerca del principio de inmediación de 
la prueba personal se han respetado, y si las reglas de seguridad 
probatoria –de la exigencia de corroboración–, fueron asumidas 
racionalmente en segunda instancia. 
 

QUINTO . Que, instruidas las partes de la admisión del recurso de casación, 
materia de la resolución anterior –sin la presentación de alegatos 
ampliatorios–, se expidió el decreto de fojas doscientos diez que señaló 
fecha para la audiencia de casación el día once de abril del presente año.  
 
SEXTO . Que, según el acta adjunta, la audiencia pública de casación se 
realizó con la intervención del señor Fiscal Adjunto Supremo en lo Penal, 
doctor Luzgardo Ramiro González Rodríguez. 
 
SÉPTIMO . Que, concluida la audiencia, a continuación, e inmediatamente, 
en la misma fecha, se celebró el acto de la deliberación de la causa en sesión 
secreta. Efectuado ese día, se realizó la votación correspondiente y obtenido 
el número de votos necesarios (por unanimidad), corresponde dictar la 
sentencia casatoria pertinente, cuya lectura se programó en la fecha. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO  

 
PRIMERO . Que la censura casacional esta circunscripta, desde la causal de 
violación de la garantía de motivación, a examinar si se respetó lo dispuesto por el 
artículo 425, apartado 2, del CPP, en orden a la prueba personal, y si se 
cumplió con la exigencia probatoria de corroboración para dar mérito a la 
sindicación de la víctima. 
 
SEGUNDO. Que la sentencia de vista resaltó lo siguiente: 1) Que las 
agraviadas expresaron que no pudieron reconocer a las dos personas que les 
robaron. 2) Que no existe correspondencia entre lo que expresó el policía 
interviniente, Suboficial PNP Joel Abel Alejo Maita, y lo que de esa 
declaración se indicó en la sentencia de primera instancia. 3) Que el acta de 
intervención policial no precisó que se persiguió y aprendió al imputado 
CHILINGANO CONDORI, sin que en ningún momento se le “haya perdido de 
vista”. 4) Que la declaración del indicado policía–testigo no tiene 
corroboración –no existe reconocimiento en rueda del imputado, el acta de 
registro personal al imputado no revela que se encontró en su poder bienes 
delictivos, y es imposible identificar a los autores del robo–. 
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TERCERO. Que, es importante, destacar que, en lo esencial, el examen del 
Tribunal Superior se centró en la prueba personal (declaración de las dos 
agraviadas Pozo Torres y del efectivo policial Alejo Maita). Además, cabe 
resaltar que es evidente, si se comparan ambas sentencias, de primera y de 
segunda instancia, que el Tribunal Superior otorgó diferente valor 
probatorio a la prueba personal que fue objeto de inmediación por el 
Juzgado Penal, sin que se hubiera actuado prueba en segunda instancia que 
cuestione los elementos de prueba resultantes de la prueba personal formada 
en el plenario de primera instancia, como detalla el artículo 425, numeral 2, 
del CPP. 
 
CUARTO . Que, ahora bien, este Tribunal Supremo últimamente ha fijado el 
sentido interpretativo de esta limitación legal al poder de apreciación del 
Tribunal Superior en sede de apelación. Respecto de la interpretación del 
medio de prueba, es decir, fijar la información que emerge del mismo 
(elemento de prueba), no existe limitación alguna porque se trata, 
simplemente, de determinar qué dijo el testigo o declarante (se incluye al 
imputado y, por cierto, al agraviado), qué explicó y opinó el perito, qué 
fluye de la prueba documental y qué se colige de la prueba material, en el 
que la inmediación no juega ningún rol trascendente.  
∞ En cuanto a la valoración de elemento de prueba personal, cabe examinar 
dos ámbitos, necesariamente posibles: (i) la verosimilitud interna del 
testimonio en función a lo que expresó, al relato vertido, y a su coherencia y 
rigor expositivo –no es aceptable, por ejemplo, testimoniales fantasiosas, 
con lagunas expositivas o contradicciones–; y, (ii) la verosimilitud externa, 
en función al apoyo en el resto del material probatorio disponible. Por lo 
demás, es patente que el método de valoración, de libre valoración, debe ser 
compatible con las leyes de la lógica, las máximas de la experiencia y los 
conocimientos científicos, cuya infracción dará lugar a un defecto de 
motivación conocido como “motivación irracional” o “motivación ilógica”. 
 
QUINTO . Que, en el sub judice, si bien es correcto que las dos agraviadas, en 
lo específico, dijeron que en el momento del robo no pudieron reconocer a 
los asaltantes, es de tener presente el mérito que arrojó la declaración del 
efectivo policial Alejo Maita. El citado policía señaló que, estando de 
servicio abordo de una Unidad Policial, observó el robo cometido por dos 
individuos contra dos mujeres e inmediatamente –tras encender la circulina 
del patrullero– se les persiguió y como luego observaron que los 
delincuentes tomaron direcciones distintas se optó por perseguir a uno de 
ellos y capturarlo, quien resultó siendo el imputado Chilingano Condori; 
agregó que cuando huían los dos asaltantes arrojaron las carteras robadas al 
pavimento [declaración plenarial de dieciséis de octubre de dos mil 
diecinueve]. Así consta incluso en el acta de intervención policial de doce 
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de octubre de dos mil dieciocho levantada al efecto. De igual manera, de la 
diligencia de visualización de la cámara de seguridad de un local comercial 
[sesión de audiencia de dieciséis de octubre de dos mil diecinueve], se 
puede advertir la huida, corriendo, de los asaltantes –como dijo el policía, el 
encausado era quien corría detrás del delincuente no identificado, el mismo 
que fue reconocido como tal por el citado testigo en el plenario–. Según la 
diligencia de visualización, expuesta en la sentencia de primera instancia, 
folio trece, a solo cinco segundos de que pasaron corriendo los dos 
asaltantes apareció el vehículo policial, de suerte que la versión del policía 
en el sentido de que observó el robo y, acto seguido, iniciaron la 
persecución a los asaltantes es genuina y plenamente fundada. 
 
SEXTO . Que, siendo así, desde la intervención de la Policía, se tiene que se 
trató de una detención en cuasi flagrancia. Tras la huida de los asaltantes, la 
policía, que los había visto robar a las dos agraviadas, inició la persecución 
y solo logró capturar a uno: al encausado Chilingano Condori, en cuyo 
seguimiento observó que arrojaron las carteras sustraídas. No hay motivo 
para dudar si el sujeto que huyó fue el sujeto capturado. 
∞ El Tribunal Superior señaló que medió una valoración probatoria 
impropia porque lo que el Juzgado Penal dijo para valorar el indicado 
testimonio no se condice con lo que señaló al exponer el elemento de prueba 
del mismo. Es decir, denunció un defecto de motivación (motivación 
falseada) que en rigor de verdad quien lo cometió fue el mismo Tribunal 
Superior. Existe, mas bien, perfecta coherencia en el examen probatorio del 
Juzgado Penal, que coincide con lo expuesto en el fundamento jurídico 
precedente. 
 
SÉPTIMO . Que toda sentencia de fondo debe ser fundada en Derecho. Es un 
derecho fundamental que integra el contenido esencial de la garantía de 
Tutela Jurisdiccional. La motivación del Tribunal Superior presenta tres 
defectos de motivación: 1) Motivación falseada, porque interpretó 
falsamente lo que fluye de la declaración del testigo presencial Alejo Maita, 
así como tergiversó el alcance del acta de intervención policial al darle un 
alcance diverso del que le correspondía. 2) Motivación irracional, porque 
las inferencias probatorias vulneraron las máximas de la experiencia, al no 
asumir del conjunto del material probatorio disponible (declaraciones de las 
dos agraviadas, declaración del efectivo policial interviniente, acta de 
intervención policial y diligencia de visualización de audio), que todos los 
datos que aportan están concatenados y que quien corrió tras robar a las 
agraviadas y fue perseguido por la policía, sin solución de continuidad, fue 
el encausado Chilingano Condori –el mismo si fue perseguido al huir  de la 
escena del delito es porque está involucrado en el delito, tanto más si no se 
produjo un altercado en esa zona y menos un enfrentamiento o utilización 
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de armas, con la presencia de varias personas y transeuntes–. El policía 
captor presenció el robo, intervino tras la presta huida de los asaltantes, 
observó cuando arrojaron parte del botín sustraído y, luego, tras la 
persecución capturó al acusado Chilingano Condori –si es así, entonces, es 
patente que el capturado es el autor del delito–. Nada indica que pudo 
tratarse de un error de identificación y que en esa ocasión existían 
numerosas personas en la vía pública. 3) Motivación insuficiente, porque no 
dio una respuesta integral, sin fisuras, a los agravios del Ministerio Público 
al dar cuenta indebida, reducida, del material probatorio disponible, sin 
entender cabalmente el concepto de corroboración en delitos de 
clandestinidad. 
 
OCTAVO . Que, por otro lado, la valoración del material probatorio tiene 
como análisis trascendental el de la corroboración. Tal exigencia se presentó 
en el sub lite, como señaló la sentencia de primera instancia. La declaración 
de un testigo presencial (el efectivo policial) se confirmó con el acta de 
intervención policial, que coincide en lo esencial con la testimonial del 
policía captor, unida a la propia circunstancia de la detención y al mérito de 
la diligencia de visualización de video. Parte esencial de este testimonio 
tiene su correlato con la declaración de las víctimas, en cuanto a la realidad 
del robo por dos personas que luego huyeron, precisamente las que 
observaron los integrantes de la Unidad Policial, cuyos efectivos los 
persiguieron y capturaron al imputado –el otro individuo huyó con éxito al 
tomar un camino distinto al del encausado Chilingano Condori–. No es, 
pues, un dato aislado y/o equívoco, sino preciso y coronado con la 
detención del imputado cuando huía. 
∞ Lo expuesto revela que la motivación de la sentencia de vista no cumplió 
con las exigencias de una argumentación completa, precisa, clara y racional. 
 
NOVENO. Que, en estas condiciones, se aplicó incorrectamente la regla 
jurídica del artículo 425, apartado 2, del CPP; y, además, la motivación de 
la sentencia incurrió en defectos relevantes, mencionados en los 
fundamentos jurídicos séptimo y octavo. 
∞ Como se trata de un vicio de motivación que, al alterar indebidamente los 
hechos de la causa, incurrió en un motivo de nulidad constitucional 
insubsanable, corresponde dictar una sentencia exclusivamente rescindente. 

 
DECISIÓN 

 
Por estas razones: I.  Declararon FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por el señor FISCAL SUPERIOR DE ANDAHUAYLAS  contra la 
sentencia de vista de fojas doscientos setenta y uno, de veinticinco de junio 
de dos mil veinte, que revocando sentencia de primera instancia de fojas 
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ciento cincuenta y cuatro, de veintidós de octubre de dos mil diecinueve, 
absolvió a Jholiño Chilingano Condori de la acusación fiscal formulada en 
su contra por delito de robo con agravantes en agravio de Liliana Pozo 
Torres y Ángela Dorina Pozo Torres; con todo lo demás que                                                      
al respecto contiene. En consecuencia, CASARON la sentencia de vista.                                          
II.  Y, reponiendo la causa al estado que le corresponde: ORDENARON 
que otro colegiado Superior dicte nueva sentencia de mérito, respetando los 
alcances jurídicos de esta sentencia casatoria, previa audiencia de apelación 
conforme a ley; con transcripción de la presente sentencia.                                                         
III. MANDARON  se lea esta sentencia casatoria en audiencia pública, se 
notifique inmediatamente y se publique en la página web del Poder Judicial; 
registrándose; devolviéndose los actuados. HÁGASE saber a las partes 
personadas en esta sede suprema. 

 

Ss.   
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
COAGUILA CHÁVEZ 
 
CARBAJAL CHÁVEZ 

 

CSMC/AMON     
 

 
 
 
  


